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Bogotá D.C., trece (13) de octubre de dos mil dieciséis (2016).

Oficio N° A-2382/2016

Doctora
CRISTINA PARDO SCHLESINGER
Secretaria Jurídica
Presidencia de la República
Calle 7 NO.6-54
Ciudad

REFERENCIA: Auto 368 de 2016. Solicitud de apertura de incidente de desacato frente al presunto
incumplimiento de las órdenes generales de la Sentencia T-762 de 2015. Expediente
T-3927909 AC. Acción de tutela instaurada por DIOSEMEL QUINTERO BAYONA,
VICTOR JULIO CARDONA HÉRNANDEZ, EMIRO DE JOSÉ MARTÍNEZ ARROYO,
LEOVIGILDO YÁNEZ ROMERO, JUAN ESTEBAN RESTREPO, HERNÁN
RODRÍGUEZ MALDONADO Y ALBERTO CHANAGA ANAYA contra EPMSC,
CÁRCEL MODELO DE BUCARAMANGA - PABELLÓN CUARTO Y OTROS.

Respetada doctora Pardo:

En cumplimiento de lo ordenado mediante Auto 368, fechado el diecisiete (17)
de agosto de dos mil dieciséis (2016), por la Sala Quinta de Revisión de la
Corte Constitucional, presidida por la magistrada GLORIA STELLA ORTIZ
DELGADO, cuya parte pertinente se transcribe a continuación, pongo en su
conocimiento el contenido del mismo:

"Primero. RECHAZAR la solicitud de incidente de desacato formulada por Orlando J. Rodríguez P. y
otros internos recluidos en la Cárcel Modelo de Bucaramanga, por las razones expuestas en este auto.

Segundo. ATRIBUIR a la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá la facultad para conocer de los
incidentes de desacato que se promuevan para lograr el cumplimiento de las órdenes generales
emitidas en la Sentencia T-762 de 2015, hasta tanto esta Corporación decida reasumir el
seguimiento correspondiente o se haya declarado superado el Estado de Cosas Inconstitucional
reiterado en esa providencia.

En desarrollo de su actividad, los días 9 de diciembre y 9 de junio de cada año desde este momento
hasta cuando se declare la superación del Estado de Cosas Inconstitucional o esta Corporación asuma
el seguimiento al cumplimiento del fallo, deberá remitir a esta Sala una relación de los incidentes
presentados, tramitados y decididos, y en ella identificará a los solicitantes y las razones que se
denuncian, como los motivos para abrir o no el incidente de desacato.

Tercero. ADVERTIR a la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá que el trámite de los incidentes
de desacato que se promuevan para lograr el cumplimiento de las órdenes generales emitidas en la
Sentencia T-762 de 2015, deben atender a la naturaleza estructural y compleja de las mismas, en
los términos expuestos en el fundamento jurídiCO27 de esta providencia. Deberán ser convocadas para
que se pronuncien sobre el cumplimiento de la entidad acusada y emitan su concepto sobre él, la
Defensoría del Pueblo, el Grupo Líder de seguimiento, la Procuraduría General de la Nación yla
Presidencia de la República. .
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Consecuentemente con el fundamento jurídico 27 de esta providencia, el cumplimiento de la
Sentencia T-762 de 2015 será evaluada en términos del aporte a la estrategia de superación del
ECI o de la renuencia a participar, coordinada y armónicamente en ella. En ningún caso la valoración
versará sobre el estado del cumplimiento global de lo dispuesto en la Sentencia T-762 de 2015, por
estar a cargo de esta Corporación.

Cuarto. REQUERIR r ..} a la Presidencia de la República para que frente a solicitud de la Sala Penal del
Tribunal Superior de Bogotá emitan concepto sucinto, concreto y preciso sobre la participación en la
estrategia de superación del ECI de la entidad denunciada como incumplida. El término para proferir el
concepto respectivo será de dos (2) días hábiles.
r ..)
Sexto. FACULTAR r ..} a la Presidencia de la República para que promuevan en resguardo de la
estrategia de superación del ECI, ante Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá, incidente de
desacato contra las entidades de las que perciban una actitud negligente que obstaculice el logro de los
objetivos estructurales condensados en la Sentencia T-762 de 2015.
{. ..]
Duodécimo. REMITIR a la Defensoría del Pueblo una copia del escrito radicado por Orlando J.
Rodríguez P. y otros internos recluidos en la Cárcel Modelo de Bucaramanga, para que en lo que atañe
a la creación de programas de atención a los internos que cumplen una pena privativa de la libertad en
su domicilio, considere esta medida particular como una propuesta dentro del marco de la estrategia
de superación al ECl, y que Grupo Líder del Seguimiento a la Sentencia T-762 de 2015, en su
desarrollo, considere su viabilidad.

Decimotercero. COMUNICAR a través de la Secretaría General de esta Corporación la presente
decisión a la Defensoría del Pueblo, a la Procuraduría General de la Nación y a la Presidencia de la
República, en calidad de líderes del seguimiento a la Sentencia T-762 de 2015. Esta última, a través
del Ministerio del Interior, le dará difusión a este auto mediante su publicación en la página web
I:\:~Y.I:\:.J2QI!tL(ª-([Lm.!!J.ªLª.Q!!,"(.Q ".

Atentamente,

MARTHA

Anexo: - Copia del mencionado auto, en 15 folios.
MVSM/MBV/YMS

HICA MÉNDEZ
General
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CORTE CONSTITUCIONAL

Auto 368 de 2016

Referencia: Expediente T-3927909 y
acumulados. Solicitud de apertura de
incidente de desacato frente al presunto
incumplimiento de las órdenesgeneralesde la
Sentencia T-762 de 2015.

Magistrada susíanciadora:
GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO

Bogotá, D. c., diecisiete (17) de agosto de dos mil dieciséis (2016).

En ejercicio de sus competencias constitucionales y legales, la Sala Quinta de
Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados Jorge Iván
Palacio Palacio, Jorge Ignacio Pretelt Chaljub y la Magistrada Gloria Stella Ortiz
Delgado, quien la preside, profiere esteauto con fundamento en los siguientes,

l. ANTECEDENTES

1.El 16 de diciembre de 2015 la Sala Quinta de Revisión de esta Corporación
profirió la Sentencia T-762 de 2015, en la que reiteró el Estado de Cosas
Inconstitucional-ECI-, declarado en la Sentencia T-388 de 2013, bajo la premisa
de que la desarticulación de la política criminal engendra la vulneración masiva
y generalizada de los derechos fundamentales de aquellas personas privadas de
la libertad.

2. El 21 de julio de 2016, la SecretaríaGeneral remitió a estedespachola solicitud
que hicieron Orlando J. Rodríguez P. y otros internos recluidos en la Cárcel
Modelo de Bucaramangal. Sostienen que uno de los principales hallazgos de la
Sentencia T -762 de 2015 es que el uso excesivo de las medidas de aseguramiento
privativas de la libertad ha agudizado la crisis de la política criminal. Destacan
que en razón de ello esaprovidencia recalcó que resulta imprescindible volver a
hacer de ellas un mecanismo excepcionaL

Describieron la decisión judicial en mención e hicieron referencia a sus fines y
principales constataciones. Según su interpretación2

, esta Corporación acogió las
recomendaciones hechas por algunos intervinientes dentro del trámite de los 18

I Establecimiento Penitenciarioaccionadoen losexpedientesT-3.927909y T-3.977.802,seleccionadospararevisión y
resueltosen la SentenciaT-762 de 2015. M.P. Gloria StellaOrtiz Delgado.
2 Que no responde por completo al contenido ni a lasdecisiones de estaSalaen la sentenciaT-762 de2015, como
se explicará en las consideraciones de estaprovidencia.
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expedientes acumulados, en el sentido de (i) permitir excarcelaciones parcial~~,
(ii) dar libertad temprana a quienes hubieran cumplido 2/3 de la pena, (m)
excarcelación de personas en situación qe discapacidad, (iv) excarcelación de
personas enfermas que requieran tratami'~ntosno suministrados al interior de las
cárceles; (v) el cierre de algunos establecimientosy (iv) la prohibición de nuevos
ingresos a los centros de reclusión.

Con fundamento enJo anterior, y preocupadospor la expedición de la Ley 1786
de 2016, que consideran regresiva en ese sentido, los interesados hicieron las
siguientes 4 peticiones puntuales a estaCorporación:

2.1. Que se declare el desacato por el incumplimiento de las órdenes de la
Sentencia T-762 de 2015 y se impongan las sanciones correspondientes al
Congreso de la República, al Gobierno Nacional, al Ministerio de Justicia y del
Derecho, a la Fiscalía General de la Nación, al Ministerio de la Presidencia, al
Consejo Superior de la Judicatura, a la Defensoría del Pueblo, al Comité
Interdisciplinario, a la Unidad de Servicios Penitenciarios -USPEC-, a la
Procuraduría General de la Nación, a los ententes territoriales ya los Juzgadosde
Ejecución dePenasy medidas de seguridad.La razón fundamental es que con la
expedición de la Ley 1786 del 10de Julio de 20163, se desconoció lo ordenado
en la Sentencia T-762 de 20154 frente a lasmedidas de aseguramiento.

2.2. Que sedeclare la inc0I1stitucionalidad de la Ley 1786de 2016, que prolongó
la amenazaa los derechos fundamentalesde las personasprivadas de la libertad
y que la Corte encontró contraria a la Constitución en la Sentencia T-762 de
2015.

2.3. Que seden "órdenes superiorespara que losjueces degarantías y jueces de
ejecución de penas, acept{en}que el domicilio del interno es un apéndice de la
cárcel, que los peajes intermunicipales son las rejas de vigilancia territorial y
que las oficinas de emigración del país son la puerta de seguridad principal que
tiene esta cárcel llamada TERRITORIO NACIONAL Y que a los entes
territoriales se les obligue a crear programas deatención y tratamiento para los
internos recluidos ensushogares,programas de inclusión social establecidos en
susplanes'de desarrollo; pues como vamosel Estado va a terminar construyendo
una MURALLA en toda lafrontera denuestro territorio y no seríamos un Estado
Social de Derecho sino unpanóptico nacional general. "

2.4. Como medida provisional, solicitan que se adopten las medidas requeridas
en la petición, confOrmeel Decreto 2591 de 1991.

2.5. En forma subsidiaria, pidieron que sevincule a la Defensoría del Pueblo y
dar traslado de este escrito a la Corte Interamericana,en calidad de "denuncia"
y que esta última se pronuncie sobre la expedición de la Ley 1786 de 2016 Y
adopte las medidas cautelares correspondientes, debido a las condiciones de

J "Por mediode la cual semodific;'n algunasdisposicionesde la Ley1760de2015."
• Según los solicitantes: "La SentenciaT-762de2015fue completamentecontrariadapor el Congresode la República
y todos los enunciadosen la referenciade estedesacatocuandoel pasado /7 dejunio. mediante ley semodifica los
términosde la ley 1760de2015hacenque los tu/eladosseanrenuentesa cumplir con lo ordenadopor ustedes'~.
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"prisión perpetua" a las que están sometidas las personas sindicadas en
Colombia.

II. CONSIDERACIONES

Una a una la Sala considerará las solicitudes efectuadas por los internos de la
Cárcel La Modelo de Bucaramanga. Sus peticiones se sustentan en su
preocupación por el cumplimiento de la Sentencia T-762 de 2015. Por ende,este
auto reiterará las consideraciones que esta Corporación ha expuesto sobre el
cumplimiento de las sentencias de tutela y los mecanismos con los que cuenta el
ciudadano y el funcionario judicial para lograrlo.

Aclarado lo anterior, se establecerá la postura de esta Corporación frente al
trámite de incidentes de desacato en el marco de un Estado de Cosas
Inconstitucional-ECI-, a través de las experiencias másnotables en el tema, para
resolver en concreto las solicitudes efectuadaspor los interesados.

Mecanismos para hacer efectivos los fallos de tutela. Cumplimiento e

Incidente de Desacato.

1. El objetivo de la acción de tutela es la contención de las conductas quepuedan
comprometer en forma inminente los derechos fundamentales de las personasen
Colombia, para materializar las garantías subjetivas previstas en la Constitución
cuando éstas sean desconocidas. La orden judicial emitida en la sentencia de
tutela recompone en concreto la relación que existe entre el titular del derecho
fundamental, su alcance y la persona obligada a actuar o a abstenersede hacerlo
para garantizarlo o respetarlo.

Sólo a través del cumplimiento del fallo de tutela esque, en últimas, serestablece
el ejercicio y goce de los derechos afectados, una vez el juez declara su
vulneración y señala la vía para salvaguardarlos. Por el contrario, la inobservancia
de las órdenes de tutela y de lo resuelto por el funcionario judicial, ademásde
mantener la vulneración de los derechos fundamentales sobre los que recae el
amparo, comporta el desconocimiento de la Constitución, dado que su

incumplimiento:

"frustra la consecuczon material de los fines esenciales del Estado,
como son la realización efectiva de los principios, derechos y deberes
consagrados en la Carta, el mantenimiento de la convivencia pacifica y
la vigencia de un ordenjusto (Preámbulo, arts. 1°Y 2°). Y(. ..) contraría,
además de las normas constitucionales que regulan la acción de tutela
y el derecho infringido, también aquellas que reconocen en el valor de
la justicia y en los derechos al debido proceso y al acceso efectivo a la
administración dejusticia, pilares fundamentales del modelo deEstado
Social de Derecho (arts. 29, 86 Y 230) "5.

sVer SentenciaSU-l 158de 20Q3.M.P. Marco GerardoMomoy Cab.ra;Auto 010 de2004.M.P. Rodrigo EscobarGil;
y Auto 222 de 2016. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio: "incumplir la orden dadapor eljue:::constitucional enunfallo
de tutela esuna conductadesumagravedadporque: '(i) prolonga la vulneracióno amena:::adeunderechofundamemal
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y es que en reiteradas oportunidades se ha destacado que el acceso a la
administración de justicia es un derecho que no se reduce al planteamiento de
controversias ante los funcionarios judiciales o a la pronta determinación de las
mismas6. También implica que lo resuelto en el seno de la jurisdicción sea
exigible y acatadopor aquellos 'sobrequienesrecaenlas órdenesemitidas7, pues
de lo contrario los mecanismosde acción judicial careceríande sentido.

2. El Decreto 2591 de 1991, con el ánimo de hacer efectivo el amparo de los
derechos fundamentales ordenado po; los jueces de la República, prevé en su
artículo 29 que todo fallo de tutela debe contenernecesariamente:

"1. La identificación del solicitante. 112. La identificación del sujeto o
sujetos de quien provenga la amenaza. o vulneración. II 3. La
determinación del derecho tutelado. 1/4. La orden y la definición precisa
de la conducta a.cumplir con el fin de hacer efectiva la tutela. II 5. El
plazo perentorio para el cumplimiento de lo resuelto, que en ningún
casopodrá excederde 48 horas. 116.Cuando la violación o amenazade
violación derive de la aplicación de una norma incompatible con los
derechosfundamentales, la providencia Judicial que resuelva la acción
interpuesta deberá ..además ordenar la inaplicación de la norma
impugnada en el caso concreto. "

Entonces, la regulación de la acción de tutela impone al juez establecer las
circunstancias de modo y tiempo en las que habrá de actuar la administración o
los Rarticulares, según' sea el caso, para garantizar el ejerc'icio del derecho
fundamental lesionado. Ha de definir la actuación;,abstención o el conjunto de
ellas que de conformidad con' los presupuestos fácticos de la acción, sean
necesarias,pertinentesy suficientes paraese.fin. Aquellas compondrán el sustrato
sobre el cual sedebepredicar y evaluar el cumplimiento o incumplimiento de la
decisión judicial.

Según lo preceptúa el mismo decreto, conviene recordar, el fallo que resuelve una
acción de tutela siempre es de inmediato cumplimient08, dada la situación

lUleladoy (ii) consliluye un nuevoagraviofrenle a los derechosfundamen/alesa un debidoprocesoy de accesoa la
juslicia'"
6 Auto 222 de 2016. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. "Cumplir con lasprovidenciasjudiciales es un imperativo del
Es/adoSocialy DemocráticodeDerecho.El derechoaaccedera lajuslicia implica,para ser real y efeclivo. al menos
tres obligaciones. (i) la obligación deno hacerdel Eslado(deberde respelodel derecho).enel sen/ido deabstenerse
de adoplar medidasque tenganpor resultado impedir o dificullar el accesoa lajuslicia o su reali=ación y de evitar
lomar medidasdiscriminalorias respeclodeesteacceso;(Ji)la obligacióndehacerdel¿~.tado(deberdeprotección del
derecho), en el sentido de adoplar medidaspara impedir que terceros inteif¡eran u obslaculicen el acceso a la
administración dejusticia del titular del derecho:y (iii) la obligación de hacerd~1Estado(deberde reali=ación del
derecho).enel senlidodefacilitar las condicionespara el disfrutedel derechoy hacerefeclivosugoce."
7 Auto 222 de 2016. M.P. Jorge lván Palacio Palacio. Refiere al respecto, entre otras, las Sentencias T-553 de 1995 M.P.
Carlos Gavíria Dlaz y '1'-096 de 2008 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.
s "ARTICULO 27.-Cumplimientodelfallo. Proferidoelfallo queconcedela tUlela,la autoridad responsabledel agravio
deberá cumplirla sin demora.// Si no lo hiciere dentro de las cuarenlay ochohorassiguientes,el jue= ;e dirigirá al
sr/perior del responsabley le requerirápara quelo hagacumpliry abra el correspondienteprocedimientodisciplinario
conlra aquél.Pasadasotrascuarentay ochohoras,ordenaraabrir procesocontrael superiorquenohubiereprocedido
conformea lo ordenadoy adoptarádireclamentetodaslasmedidaspara e/cabal cumplimientodelmismo.Eljue=podrá
sancionarpor desacatoa/responsabley al superior hastaquecumplansu sentencia.//Lo anterior sin perjuicio de la
responsabilidadpenal delfuncionario ensu caso.// En todocaso,éljue= eslablecerálos demásefectosdelfallo para
el casoconcretoy mantendrá la competenciahastaque eslécompletamenlereslablecidoel derechoo eliminadas las



SentenciaT-762de 2015
Expediente:T-3927909y acumulados.

5

apremiante del actor, que es la que en últimas habilita la intervención,
excepcional y residual, del juez constitucional con el propósito de conjurar una
amenaza contundente y grave que se ciñe sobre las garantías constitucionales de

aquel.

3. En una interpretación conforme con el derecho a la tutela judicial efectiva, que
se desprende de aquel al acceso a la administración de justicia, el cumplimiento
de la sentencia es la meta del proceso constitucional que promueve cualquier
acción de tutela.

En la Sentencia e-ISO de 20149 el derechoa la tutela judicial efectiva seconcibió
como la garantía según la cual se impone a la las autoridades estatales hacer
efectiva la decisión que se emitió al acudir al aparato de administración de
justicia10, de forma que "comporta el compromiso estatal de lograr, enforma
real y no meramente nominal, que a través de las actuaciones judiciales se
restablezca el orden jurídico y se protejan las garantías personales que se
estiman violadas. " El cumplimiento de la sentencia debe alcanzarse "aún en
contra de la voluntad de quien está llamado a ello, por medios coercitivos "1 l.

Los jueces de primera instancia12 están dotados con amplias facultades para
adoptar medidas que conduzcan al cumplimiento de sus decisiones de tutelal3

.

Solo cuando lo ordenado en la sentencia se materializa y los derechos
fundamentales de los accionantes se encuentran amparados, efectiva y
materialmente, en los precisos términos dispuestospor el juez o cuando las causas
de la amenaza inicial desaparecen,cesa la competencia del a quo en el asunto

concreto que se sometió a su conocimientol4•

4. La competencia para buscar el cumplimiento de la sentencia de tutela es, por
regla general, del juez constitucional de primera instancia, aun cuando la orden
de la que se trate la haya proferido el juez de segunda instancia o incluso esta
Corporación en sedede revisión 15,

causas de la amena::a .. , También "ARTICULO 3/.-lmpugnación del JaIlo. Dentro de los tres días siguientes a su
notificación el Jallo podrá ser impugnado por el Defensor del Pueblo, el solicitante, la autoridad pública o el
representante del órgano correspondiente, sin perjuicio de su cumplimiel1to inmediato ...

9 M.P. Alberto Rojas Ríos.
10 SentenciasT.553 de 1995M.P. CarlosGaviria Díaz y T-406 YT-I051 de2002M.P. Clara InésVargasHernández.
11 SentenciaC.367 de2014. M.P. Mauricio GonzálezCuervo.
12 Sentencia T-458 de 2003 M.P. Marco Gerardo Momoy Cabra. "La autoridad que brindó la protección tiene

competencia para la efectividad del amparo al derecho conculcado. Como principio general, es el Jue:: de primera
instancia el encargado de hacer cumplir la orden impartida, así provenga defallo de segunda instancia o de revisión,
ya que mantiene la competencia hasta tanto no se cumpla la orden a cabalidad." Ver ademásAutos 270de2012.M.P.
Gabriel EduardoMendozaMartelo y 060de2014M.P. Luis Guillermo GuerreroPérez:"(i) cuando ha habido manifiesto
incumplimiento de las decisiones de tutela, sin que los jueces de primera instancia hayan podido adoptar las medidas
que hagan efectiva la orden de protección, (ii) o dichas medidas han sido insuficientes o ineficaces, o (iii) cuando, en
presencia de un estado de cosas inconstitucional, que afecta a un conjunto amplio de personas, se han emitido órdenes
complejas, para cuya efectividad es necesario un permanente seguimiento y la adopción de nuevas determinaciones, de

acuerdo con las circunstancias de una situación que se prolonga en e/tiempo. "
lJ SentenciaSU-1158 de 2003. M.P. Marco GerardoMonroy Cabra.
14 Decreto 2591 de 1991.Artículo 27. Inciso final: "eljue:: ( ...) mantendrá la competencia hasta que esté completamente
restablecido el derecho o eliminadas las causas de la amena::a". AdemásAuto 032 de 2011M.P. JuanCarlosHenao
Pérez: "mantiene la competencia hasta tanto no se cumpla la orden a cabalidad".
15 Autos 178 de 2008 M.P. JaimeAraújo Renteríay 032 de2011M.P. JuanCarlosHenaoPérez.
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"[Cjorresponde al juez deprimera instancia, conforme con las normas
que regulan la acción de tutela, adoptar las medidas necesarias para
que el fallo de tutela se cumpla, así como conocer de los incidentes de
desacatopor el desconocimientode las órdenesdadas,para garantizar
la protección de los derechosfundamentales, tanto en el caso en que la
decisión sea tomada por el juez de segundogrado, comopor la Corte
Constitucional en sedf.de revisión. "16

6

Así lo ha determinado el Decreto 2591 de 1991 y jurisprudencia, que
adicionalmente ha sostenidoque la competenciadel juez de primera instancia en
la materia "(i) obedece a una interpretación sistemática del decreto 2591 de
1991, (ii) genera claridad en términos de:seguridad jurídica, al desarrollar el
principio de igualdad en lospr,ocedimientosjudiciales, (iii) está en armonía con
el principio de inmediación del trámite de tutela y, (iv) protege la eficacia de la
garantía procesal en que consisteel grado jurisdiccional de consulta" 17.

, No obstante lb anterior, en casosexcepcionalesl8
, estaCorporación ha precisado

que ella conserva tal potestad para buscar por sí misma el cumplimiento de sus
sentencias:

"(i) cuando ha habido manifiesto incumplimiento de las decisiones de
tutela, sin que losjueces deprimera instancia hayanpodido adoptar las
medidas quehagan efectiva la orden deprotección, (ii) o dichas medidas
han sido insuficientes o ineficaces, o (iii) cuando, en presencia de un
estado de cosas inconstitucional, que afecta a un conjunto amplio de
personas, se han emitido órdenes complejas, para cuya efectividad es
necesario un permanente seguimiento y la adopción de nuevas
determinaciones, deacuerdo con las circunstancias de una situación que
seprolonga en el tiempo. "19

En otras palabras, en ciertas circunstancias particulares, la Corte conserva la
competencia preferente para efectuarel seguimiento desusdeterminaciones, bien
sea porque el juez de primera instancia ha ejercido su' competencia y la
desobedienciapersiste o por la magnitud, en términos cualitativos, de las órdenes
emitidas. Recurrentemente en la sentenciaestaCorporación precisa si asume el
seguimiento al cumplimiento de la determinación proferida, si es de su interés
hacerlo.

16 Sentencia T-280A dc 2012, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.
17 Auto 136A de 2002, M.P. Eduardo Montealegre Lynett.'

18 Auto 070 de 2009. M.P. Nilson Pinilla Pinilla. "Muy excepcionalmentela Corte Constitucional mantiene la
competenciapara asegurarel cumplimientodelfallo. enasuntosintrincadosodegran trascendenciasocial.por ejemplo
'en relación con las órdenescomplejasdictadaspara superar elestado decosasinconstitucional, la Sala Tercerade
Revisión.despuésdeproferida la sentenciaT-025de2004,conservala competenciapara adoptar determinacionesque
permitan ajustar las órdenescomplejasorigii1Qlmente'dictadasa las nl/evascircunstanciasque sepuedanpresentar,
todoconmirasa garanti:ar elgoceefectivodelderechofundamentalamparadoy sinmodificar la decisiónni el sentido
original y esencialde la orden impartida quehi:o tránsitoa cosaju:gada!',
19 Autos 032 de 2013M.P, Jorge Iván Palacio Palacio y 060 de 2014 M:P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.
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5. Los artículos 2320,2721 Y 5222 de la misma normativa disponen que ante el
incumplimiento de una orden emitida en un fallo de tutela, el beneficiario puede
solicitar, de manera simultánea o sucesiva: (i) su cumplimiento, por medio del
denominado trámite de cumplimiento, y/o (ii) la imposición de sanciones a la
autoridad renuente, a través del incidente de desacato23. Ninguno de estos
mecanismos es condición para interposición del otro.

Pese a que uno y otro son mecanismos para asegurar que los derechos
fundamentales del afectado seanrestablecidos, la Corte Constitucional ha hecho
énfasis en que existen diferencias significativas entre ambos:

"(i) El cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía
constitucional; el desacato es incidental, se trata de un instrumento
disciplinario de creación legal. II (ii) La responsabilidad exigida para el
cumplimiento es objetiva, la exigida para el desacato essubjetiva. II (iii)
La competencia y las circunstancias para el cumplimiento de la sentencia
se basan en los articulos 27 y 23 del decreto 2591 de 1991.La base legal
del desacato está en los articulos 52 y 27 del mencionado decreto. Es
decir que en cuanto al respaldo normativo, existenpuntos de conjunción
y de diferencia. II (iv) El desacato es a petición de parte interesada; el
cumplimiento esde oficio, aunquepuede ser impulsado por el interesado
o por el Ministerio Público. "24

No puede perderse de vista que el deber constitucional y legal del juez de tutela
de primera instancia es perseguir la satisfacción de lo ordenado. Y aun cuando
los interesados pueden optar por alguno de estos dos mecanismos o acudir a
ambos, 10 cierto es que "el desacato [con la connotación sancionatoria que
tiene,) no puede desplazar la principal obligación del juez constitucional que
consiste en hacer cumplir la orden de tutela"25.

Con todo la Sala Plena de esta Corporación precisó que para lograr el
cumplimiento del fallo de tutela el principal instrumento a disposición del juez es
el trámite de cumplimiento. "El desacato es un instrumento accesorio para este
[mismo} propósito, que si bien puede propiciar que elfallo de tutela se cumpla,

2f) "Artículo 23. Cuando la solicitud sedirija contra unaacción de la autoridad elfallo queconcedala tutela tendrápor
objeto garanti=ar al agraviado el pleno goce desu derecho.y volver al estadoanterior a la violación, cuandofuere
posible. II Cuando lo impugnado hubiere sido la denegaciónde un acto o una omisión, elfallo ordenará reali::arlo o
desarrollar la acción adecuada,para lo cual seotorgará unpla=oprudencial perentorio. ( ..). Si sehubiere tratado de
una mera conducta o actuación material, o de una amena=a,seordenarásu inmediatacesación,osi comoevitar toda
nueva violación o amena=a,perturbación o restricción. II En IOdocaso,eljue= establecerálos demásefectosdelfalfo
para el caso concreto. "
21 Citado previamente.
22 "Articulo 52. La persona que incumpliere una ordende unjue= proferida con baseen el presenteDecreto incurrirá
en desacatosancionable con arresto hastadeseismesesy multa hastade20 salarios minimosmensualessalvoqueen
esteDecreto ya se hubiere señaladouna consecuenciajuridica distinta y sin perjuicio de las sancionespenalesa que
hubiere lugar. II La sanción será impuestapor el mismojue= mediantetrámite incidentaly seráconsultadaal superior
jerárquico quien decidirá dentro de los tres dIossiguientessi deberevocarsela sanción."
23 SentenciaT-604 de 2015. M.P. Mauricio GonzálezCuervo.
24 SentenciaC-367 de 2014. M.P. Mauricio GonzálezCuervo.Ademásseseñalóque "Ante la circunstanciaobjetivade
que una orden dadapor eljue:: constitucional enunfallo detutelaseincumpla,el Decreto2591de 1991prevédostipos
de reglas: unas. relativas a la protección del derechotuteladoy al cumplimientodelfalla, contenidasensuCapltulo l.
sobre "Disposiciones generalesy procedimiento "; y, otras, relacionadascon las sancionesimponiblesa quienessean
responsablesdedicho incumplimiento, contenidasen el Capítulo V,sobre "Sanciones"
2.\ SentenciaSU-1158 de 2003. M.P. Marco GerardoMomoy Cabra.
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no garantiza de manera necesaria que ello ocurra y que, además, sefunda en
una responsabilidad subjetiva, puespara imponer la sanción se debeprobar la
culpabilidad (dolo O culpa) de la persona que debecumplir la sentencia,."26

6. Sobre el incidente de desacatoestaCorporación seha pronunciado en muchas
oportunidades. En todas ha destacadoque tiene una naturaleza coercitiva27 y es
una "manifestación del poder disciplinario deljuez "28. Para llevar a la autoridad
pública que no ha cumplido un fallo de tutela a que acatesusórdenes,.empleaen
forma, en principio, simbólica la imposición de arresto o de una sanción
monetaria y al encontrar la evidencia deun incumplimiento culpable, 10aplica.

La coerción, en el incidente de desacatoen materia de acción de tutela, es un
medio para lograr el cumplimiento de lo ordenado.Jamás seráun fin en símismo,
según seha resaltad029•

El incidente de desacato, cuyo objetivo es lÍnicamente la satisfacción de 10
ordenado, encuentracomo marco deacción la parte resolutiva de la sentenciaque
concede un amparo constitucional. Las órdenessonel límite que encuentra quien
formula el incidente y el juez30• 'Éste no puede modificarlas ni redefinir su
alcance, pero sí "proferir órdenes adicionales a las inicialmente adoptadas o
introducirle ajustes, siempre y cuando se respete el alcance del amparo y el
principio de la cosajuzgada "JI, con el único fin de hacer efectiva la protección
a losderechos fundamentales que fueron amparados.

El juez debe verificar si se incumplió la orden de tutela y si se puede atribuir
responsabilidad subjetiva a la autoridad que dejó de acatarla, conclusión a la que
puede llegar solo despuésde explorar las razonespor las cuales se desconoció el
fallo de tutela. Si no hayjustificación válida para la inobservancia de la sentencia
y por el contrario se encuentra que el funcionario no fue lo suficientemente
diligente en el acatamiento de lo ordenado, se debe fijar la sanción en forma
proporcional y razonable.

A pesarde que suorientación esla materialización de la protección constitucional
a favor de una persona, la cual debe brindarse en forma ági132,el trámite del
incidente de desacatodeberesguardar,como la acción de tutela que le da origen,
todas las garantías ligadas al debido proceso. En principio, solo puede
considerarse el desacato "cuando lo ordenado por la autoridad no se ha
ejecutado, o cuando ha sidoeje,cutadodemanera incompleta, o enaquellos casos
en los que al ejecutar, se ha cambiado o malenteridido la decisión judicial,,33 y
cuando esteincumplimiento esimputable a la autoridad contra la cual seformuló.

26 Sentencia C-367 de 2014. M.P. Mauricio González Cuervo.

27 Auto 320 de 2013. M.P.Luis Ernesto Vargas Silva.
28 Sentencia T-399 de 2013. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.
29 Sentencia T-171 de 2009 M.P. Humberto Sierra Porto.
JO Sentencia T-280A'de 2012. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. Sin embargo, como lo sostuvo la Sentencia T-
652 de 20 IO. "(iv) eljue= queconoceel desacato,enprincipio, nopuedemodificar el contenidosustancialde la orden
p/:oferida o redefinir los alcancesde la protecciónconcedida{I6]. salvo.que la orden proferida sea de imposible
cumplimientoo quesedemuestresuabsolutaineficaciapara protegerel derechofundamental amparado"
JI Sentencia T-280A de 2012. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.
J} Sent~ncia C-367 de 2014. M.P.Mauricio González Cuervo.
J) Sentencia T-399 de 2013. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.



Sentencia T-762 de 2015
Expedíenle: T-392 7909 Y acumulados.

9

El procedimiento que sigue el trámite de desacato está caracterizado por cuatro
etapas. La primera es la de comunicación a la persona que es acusada del
incumplimiento, para efectos de que exponga si acató la orden y en casonegativo
exponga las razones y presente su defensa. La segunda,es la etapaprobatoria en
la que deben practicarse las pruebas solicitadas. La tercera, la toma de la decisión,
que sin lugar a dudas debe ser notificada a la parte solicitante y a la denunciada.
La cuarta se da siempre que la decisión sea desfavorable al acusado del
incumplimiento, y consiste en la remisión del expediente ante el superior, en

consulta34•

7. En la Sentencia C-367 de 201435, se recordó que conforme al artículo 53 del
Decreto 2591 de 1991, además de las sanciones ligadas al desacato, el
incumplimiento de 10 ordenado en una sentencia de tutela acarrea "tres tipos de
responsabilidad penal imputables a la persona que incumple el fallo de tutela y
al juez. Seapor incumplir el fallo de tutela o por repetir la acción o la omisión
que dio lugar a la tutela, la persona puede incurrir en el delito de fraude a
resolución judicial. Por incumplir con las funciones dadas por este decreto, el
juez puede incurrir en el delito de prevaricato por omisión"; entre dichas
funciones claramente está el logro del cumplimiento del fallo.

Incidentes de desacato en Estados de Cosas Inconstitucionales.

8. Los eventos en los cuales la Corte Constitucional conserva competencia y las
facultades disciplinarias36 para promover el cumplimiento de sus sentencias, se
han enlistado en la jurisprudencia y son excepcionales37• "Son situaciones
particulares en las que, en pro del restablecimiento efectivo de los derechos que
se han amparado, resulta imprescindible la intervención de estaCorporación.

La intervención de la Corte Constitucional esrazonable cuando la gestión del juez
de primera instancia ha sido o puede ser notablemente insuficiente, por el nivel
de incidencia que ha mostrado o porque, presumiblemente, tendrá dificultades en
relación con las órdenes de las que setrate o con susdestinatarios.

Esta Corporación asumirá el cumplimiento de sus propias determinaciones
cuando, a primera vista, sea posible concluir que persiste la vulneración de los

34 Sentencia C-367 de 2014. M.P. Mauricio González Cuervo.
JS M.P. Mauricio González Cuervo. En ella la Sala Plena de esta Corporación analizó la constitucionalidad dcl artículo

52 del Decreto 2591 de 1991.
Jb Sentencia T-763 de 1998 M.P. Alejandro Martinez Caballero, reiterada en la Sentencia T-025 de 2007 M.P. Álvaro

Tafur Galvis.
37 Autos 149A de 2003, O10,045, 050 Y 185 de 2004, 176. 177 Y 184 de 2005, 201 de 2006. 256 de 2007, 243 Y 271 de
2009,094 de 2012, 158 de 2013 y 222 de 2016. Coinciden en afirmar que la competencia de la Corte para hacer
seguimiento al cumplimiento de sus providencias judiciales se da "[sliempre que exista unajustificación objetiva,
ra:;onabley suficientepara ello. comoocurrepor ejemplo,cuandoseestáfrente a algunodelossiguientespresupuestos:
(i) Que el jue= de primera instancia no cuentecon instrumentos.o que teniéndolosno adoptelas medidasnecesarias
para hacer cumplir el fallo de revisión de la Corte Conslilucional; (ii) Cuandohay un incumplimientomanifiestopor
alguna de laspartes sobre la parte resolutiva de la sentenciay eljue= deprimera instanciano hayapodido adoptar las
medidas necesarias para garanti:;ar la protección de los derechosfundamentales; (iIi) Cuando el jue= ejerce su
competencia de velar por el cumplimiento,pero la inobedienciapersiste; (iv) Cuandola desobedienciaprovengapor
parte de una alta corte; (v) Cuando la intervención de la Corte Constitucional sea imperiosa para lograr el
cumplimiento del fallo: (vi) Cuando se esté en presencia de un estadode cosas inconstitucionalesy la Corte haya
determinado reali::ar un seguimientodel cumplimientodesupropia decisión".
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derechos fundamentales amparados, en la medida en que el juez de tutela, por
cualquier motivo, no ha podido adoptar las medidas efectivas del caso para
asegurar el cumplimiento de las órdenes,o aquellas en la práctica han resultado
insuficientes o ineficaces para contener la afectación ya reconocida. Se trata de
casos en los cuales pese al despliegue de,la competencia del juez de primera
instancia, las órdenesno sehan cumplido. '

Lo hará también en los casosen que la orden, bien por su destinatario o bien por
la complejidad de la misma, pueda desbordar la capacidaddel juez de instancia
para restablecer los derechosdesconocidos.Setrata básicamentede dos eventos
precisos. El primero, cuando la ordenderevisión sedirija contra unaAltaCorte38

,

en resguardo material de los principios deautonomíae independenciajudicial. El
segundo, cuando la orden de tutela sehaya emitido en el marco de un ECI.

,
9. En forma reiterada sehareconocido queestaCorporación, através de susSalas
de Revisión, tiene competencia excepcional para conocer de los incidentes de
desacatopromovidos para lograr el cumplimiento de alguna de las sentenciasen
las que ha declarado un ECI, cuando en ella se haya reservado la facultad de
seguimiento; puede hacerlo "excepcional y específicamente, reservándose la
competencia, como se hizo por ejemplo en la sentencia T-025 de 2004, para
garantizar la efectividad de las órdenes complejas dictadas para superar un
estado de cosas inconstitucional, "39

10. Cabe recordar que a la declaratoria de un ECI la precede la constatación de
un panorama de múltiples afectaciones a los derechos fundamentales de una
población numerosa,a causade la inoperanciadel aparatoestatalentendido como
un todo sistémico. La sigue la emisión de órdenescomplejas y particulares que
propenden por restaurar el orden constitucional.

Las órdenes complejas sonde tipo estructural y apuntana señalar el camino para
que las autoridades públicas puedan llegar a superar las falencias que causanla
vulneráción masiva y generalizadade los derechos'fundamentales afectados. Se
dirigen no solo aunaentidad, sinq quecomo partedeunaestrategiade superación
de esaanómala situación, seorientan a corregir elementospropios del diseño o la
ejecución de políticas públicas o institucionales, que se han constituido en
barreraspara el ejercicio de los derechosfundamentalespor parte de sustitulares.
Por eso "la orden general supone la realizr;¡cióny verificación de una serie de
acciones complejas en las que intervienen diversos actores. "40

Las órdenes complejas, generaleso estructurales, se distinguen de aquellas que
atañen a un CÍrculo más reducido o incluso particular de instituciones
involucradas. Estas últimas invocan las competencias jurisdiccionales de la
primera instancia para lograr su acatamiento.Entre tanto las órdenes complejas

38 SentenciasSU-I 158de2003, T-652 de 2010 yT-343 de2011, y Autos 149A de 2003, 010, 045, 050 Y 185de
2004, 176, 177Y 1842005,201 de 2006, 256 de2007,243 Y271 de2009, 094 de2012 y 158de 2013. Todas
referidas en la SentenciaC-367 de 2014.
39 Auto 113de2011. M.P. JuanCarlos HenaoPérez.
40 Sala Especial de Seguimiento a la SentenciaT-760 de2008. Auto 266 de 2012. M.P. Jorge Iván Palacio
Palacio.
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precisan de métodos de segUImiento reforzados que, conforme el carácter
excepcional de la declaratoria ECI, son inusuales. Se explican por el objetivo
central: restablecer el goce de derechos fundamentales en la forma más rápida y
sostenible posible.

Normalmente, la declaración del ECI implica el seguimiento de la situación. El
seguimiento no se limita a establecerel cumplimiento de las órdenesprimigenias,
sino seconcentra en la evolución del fenómeno que seha constatado,enfocándose
en el goce efectivo de los derechos fundamentales por pmte de los afectados, la
Corte y solo la Corte puede dinamizar la declaratoria y emitir nuevas órdenesque
desarrollen o redireccionen las metas propuestas inicialmente, conforme los
resultados del proceso de superación del ECI. El seguimiento entendido desde
esaperspectiva es fuente de nuevas órdenesjudiciales que surgirán hastatanto la
situación haya sido conjurada, no en su totalidad pero si al menos hasta que los
elementos que sustentan la declaración hayan cesad04\.

La excepción a la norma general, según la cual la Corte conserva la competencia
para seguir el cumplimiento de sus sentencias, cuando sus órdenes respondan a
la necesidad de frenar la vulneración masiva y generalizada de derechos que
implica un ECI, se explica básicamente porque "la supervisión del acatamiento
de un fallo estructural esuna actuación que impone mayores responsabilidades
al juez constitucional, teniendo en cuenta que lo que está enjuego no solo es el
máximo respeto que toda autoridad debeprodigar a los mandatosjudiciales, sino
'la eficacia y la vigencia material y real de nuestra Carta Política' - pilares del
Estado social de derecho ))42.

11. El manejo que se ha dado al incidente de desacatoen los ECI declaradospor
esta Corporación, ha reconocido su competencia pero seha descartadosu trámite
por parte de esta sede judicial para reivindicar el cumplimiento de órdenes
complejas. En cada caso, las razones han sido destacadas por las Salas de
Revisión o de seguimiento así:

Sala Especial de seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004 (Desplazamiento
Forzado)

12.En el marco del ECI que afecta a la población desplazada,estaCorporación
ha mantenido desde el comienzo las facultades de seguimiento. Advirtió
tempranamente que en virtud de lo anterior la Corte puede llegar a conocer de los
incidentes de desacato que versen sobre las órdenes complejas43. Descartó que
esafacultad pudiera extenderse a las órdenesque denominó puntuales44, o a temas
evaluados en providencias distintas a la Sentencia T -025 de 200445, aunque
versaran sobre la materia del desplazamiento forzado.

•) SentenciaT-762 de2015. M.P. Gloria StellaOrtiz Delgado.
• 2 Salaseseguimiento a la SentenciaT-760 de2008. Auto 297de2015.M.P. JorgeIván PalacioPalacio.
•, Sala deSeguimiento a la SentenciaT-025 de2004. Auto 205 de2005.M.P. ManuelJoséCepedaEspinosa.
44 Sala de Seguimiento a la SentenciaT-025 de 2004. Auto 333,334 Y335 de2006 y 121de2007. M.P. Manuel José
CepedaEspinosa.
• 5 Tiempo después la sentenciaSU-254 de 2013 M.P. Luis ErnestoVargas Silva, le confirió a la Sala Especialde
Seguimiento a la SentenciaT-025 de 2004 el se~uimientode lasórdenescontenidasen ella, por versarsobreel mismo
tema que ella venia manejando. "DÉCIMO SEPTIMO- DETERMINAR que de conformidad con el artículo 27 del
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Hizo énfasis desdeel año 2005, en que.el desarrollo de la etapade cumplimiento
de la sentencia y los plazos aún vigentes para la ejecución de las medidas
previstas en ella, imponían el rechazo de la petición de que asumiera el
conocimiento de los incidentes de desacatoy aplicara las sanciones del caso.
Designó al JuzgadoQuinto Civil del Circuito deBogotá corno el juez competente
para tramitar todos y cada uno de los incidentes de desacato formulados46•
Posteriormente resaltó que la habilitación deun único juzgado para el trámite de
este tipo de solicitudes no implicaba la transferencia a favor. de éste de las
competencias de seguimiento que la Corte sehabía resguardadopara sÍ.

Por auto del 11 de mayo de 2007, la Sala de Seguimiento decidió solicitar a la
sede judicial referida información sobre los incidentes de desacato que había
tramitado. En 2008 mediante el auto 117, decidió reasumir el conocimiento de
los mismos, sin llegar a la apertura de ninguno. En aquella oportunidad solicitó
información sobre las gestiones que habían desplegadoalgunas entidades para
atender lo ordenadotanto en la sentenciacomo en los autosproferidos enel marco
del seguimient047. A la emisión de esteúltimo auto le siguió la valoración de los
ternas fundamentales del ECI, durante 2008 y 2009, añosen los que se emitió el
primer concepto sobreel nivel de cumplimiento de las órdenesemitidas, ya no en
la Sentencia T -025 sino en el curso del seguimiento.

13. En la Sentencia SU-254 de 201348, en la que sedefinieron casosacumulados
en los que las personas accionantes, todas desplazadas,sostenían que la ayuda
estatal se había limitado al otorgamiento de ayuda humanitaria, la Sala Plena
emitió una seriede órdenesestructuralesparaefecto deasegurar "el goce efectivo
de las garantías constitucionales de la población desplazada "49, Varios
ciudadanos y organizaciones solicitaron "decidir quién es la autoridad que está
facultada para hacer cumplir la SentenciaSU-254 de 2013 "50.

Corno respuestaa ello, la Sala de Seguimiento profirió el Auto 335 de 2014, en
el que precisó que cuando sepromueven incidentes de desacatoen el marco de
un ECI en el que la Corte se haya reservado la posibilidad de seguir el
cumplimiento de susdecisiones, estaCorporación puedeasumir su trámite51.

Consideró que el trámite correspondiente, si bien tiene los mismos objetivos de
aquellos que son determinados'por la primera instancia constitucional, dada la

Decreto 2591 de 1991, el cual estipula que 'el jue:: (...) mantendrála competenciahasta que esté completamente
restablecidoel derechoo eliminadaslas causasde la amena::a.'. la competenciapara el seguimientodel cumplimiento
deestasentenciaestaráa cargo deestaCorporación,quepara talesefectosy tratándosedeun temadedespla::amiento
for::ado. designaráala SalaEspecialdeSeguimientoenmateriadedespla::amientofor::ado. "
46 Sala de Seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004. Auto 333, 334 Y 335 de 2006. M.P. Manuel José Cepeda
Espinosa.

47 En el Auto 100 de 2011 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, se procedió de igual manera frente al incumplimiento
denunciado sobre lo ordenado en el Auto 005 de 2009, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.
48 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.

'o SU-254 de 2013 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.
~oAuto 335 de 2014, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.
" Sala de Seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004. Auto 335 de 2014.M,P. Luis Ernesto Vargas Silva. "Así las cosas.
a mododeconclusiónpodría afirmarsequela CorteConstitucionalesexcepcionalmentecompetentepara adelantar el
proceso de desacato,cuandose estáenpresenciade un estadode cosasinconstitucionaleso cuando la situación lo
amerita." .
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complejidad de la materia sobre la cual versa, conlleva particularidades que
imprimen un trato diferenciado. La más importante es que "no pueden aplicarse
los mismos términos procesales consagrados en el Decreto 2591 de J 991Y en la
jurisprudencia constitucional. Es decir, que (. ..) [esta Corporación} no está
sujeta a los JOdias para decidir la prosperidad o no del incidente. " Paraexplicar
esta regla se soportó en lo definido por la Sala Plena mediante Sentencia C-367
de 2014 en la que sedestacóque el término dedecisión que seimpone a los jueces
de primera instancia, no seaplica cuando setrata de perseguir una sanción por el
incumplimiento de "las sentencias estructurales que dicte la Corte cuando se
trate, por ejemplo de estados de cosas inconstitucionales, o aquellas para las
cuales haya dispuesto un seguimiento a través de salas especiales conformadas
por ésta, cuando de manera excepcional este tribunal se ocupe de hacer cumplir
los fallos de tutela",

Sala Especial de Seguimiento a la Sentencia T-760 de 2008. Salud

14. La Sala de Seguimiento a la Sentencia T-760 de 2008, que declaró la
existencia de un ECI que afectaba al Sistema de Seguridad Social en Salud, ha
concebido, en no pocas oportunidades, que la posibilidad de abrir un incidente de
desacato en contra de alguna o algunas de las entidadesvinculadas por las órdenes
estructurales depende de la existencia de indicios de los que pueda concluirse
"una intención (responsabilidad subjetiva) de no acatar u obstaculizar la
implementación de las órdenes generales, caso en el cual podrá aplicarse el
articulo 52 del Decreto Estatutario 2591 de 1991. "52

Se ha destacado que "el desacato será un instrumento excepcional que deberá
ejercerse ante la ausencia de unapolitica pública o el marcado incumplimiento
de una gestión gubernamental "53, Y no procede mientras que la Corte se
encuentre en proceso de recepción o análisis de la información que soportará su
decisión sobre el cumplimiento o incumplimiento de sus decisiones54, Mediante
el Auto 297 de 2015, como en otros tantos, no accedió a la solicitud de desacato
y la incorporó al expediente de seguimiento de la Sentencia T-760 de 2008.

Esta Sala de seguimiento ha tomado precauciones para no interferir, mediante el
incidente de desacato, en las políticas públicas sobre las que versan sus órdenes
complejas en resguardo de los postulados básicos del Estado Social deDerech055•

52 Auto 297 de 2015. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.
5) ídem.
54 Ver entre otros, el Auto 346 de 2010. "Así pues, atendiendo que en estemomento la Corte Constitucional.l'e
encuentra evaluando la implementación, puesta enmarchay ejecución de las diversas órdenesdecarácter general
incluidas en la sentencia T-760 de 2008, por el momento se hace inoportuno iniciar el trámite solicitado"; Auto
04 de 2016 Y Auto del tr9inta Y uno (3 J) dejulio de dos mil doce (2012). M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.
" Auto 297 de 2015. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. "(. ..) los ingredientesy los procedimientos para garantiwr
el cumplimiento de las órdenes de carácter particular o concreto. dista profundamente de aquel/os que esposible
aplicar a las órdenes de carácter general. cuyas condiciones de cumplimiento tienen unas pautas
substancialmente diferentes, por cuanto constituyen la intervención de la Corte enalgunas de las áreas inherentes
a la política pública aplicable al sector salud.
Sin duda, el papel deljuez de tutela en esteámbito tiene un carácter másrestringido y meticuloso,ya quenopuede
reemplazar el ámbito de competencias del regulador, ni menosel control de legalidad encabe;;ade la Jurisdicción
Contencioso Administrativa. Por tanto, el desacatoserá un instrumento excepcional que deberá ejercerseante la
ausencia de unapolltica pública o el marcado incumplimiento de una gestión gubernamental. "
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15. El ECI en materia carcelaria, fue previamente declaradomediante Sentencia
T-153 de 1998. Paraefectos~e lograr el cumplimiento de las órdenesdictadas en
ella varias organizacionesde defensade los derechoshumanosy algunos internos
solicitaron a esta Corporación abrir un, incidente de desacato contra las
autoridades sobre las cualesrecaían.

En respuesta a esa solicitud se profirió el Auto 041 de 201156, en el cual se
destacó que la Sala de revisión no contaba con la información, adecuada y
suficiente, sobre las denunciasde los interesados.En esamedida negó la petición
y procedió a correr traslado de las denunciasal Presidentede la República ya los
organismos de control, con el fin de valorar e intervenir conforme las
competencias de cadauno de ellos.

16. El único incidente dedesacatoqueactualmenteseha abierto por parte de esta
Corporación y el cual sigue su trámite, esel que se inició "en contra deMauricio
Olivera González' en su condición de Presidente de la Administradora
Colombiana dePensionesColpensionespor el incumplimiento de las órdenes de
(i) respetar los plazos dispuestos en el Auto 320 de 2013 para acatar
íntegramente las sentencias ordinarias y contencioso administrativas que
condenaron al ¡SS o Colpensiones al pago de unaprestación económica y; (ii)
proferir (lctos administrativos de calidad al contestar las peticiones
prestacionales de los usuarios o cumplir losfallos Judiciales proferidos en contra
del ¡SS o Colpensiones "57. Lo anterior en el marco del Auto UO de 201358, en el
que con efectos inter comuÍ'lisdictó medidas para superarel problema de atraso
de COLPENSIONES en la determinación de las solicitudes de los afiliados.

17. En conclusión esta Corporación ha admitido la posibilidad de tramitar
incidentes de desacatoformulados para lograr el cumplimiento de sussentencias,
cuando en ellas (i) se declaran Estadosde CosasInconstitucionales y (ii) se ha
reservado su seguimiento. En esoseventos,ha procedido a contemplar elementos
propios de cadaEeI, para determinar si conoceo no de los incidentes, si los abre
o no con relación al casoconcreto y en qué términos.

Sobre lá solicitud de apertura de incidente de desacato contra el Congreso de
la República y otras entidades responsables de las órdenes generales emitidas
mediante Sentencia T-762de 2015.

18. El 16 de diciembre de 2015 la SalaQuinta de Revisión de esta Corporación
profirió la Sentencia T -762 de 2015. En ella resolvió varios casosde tutela que
evidenciaban precarias condiciones dehabitabilidad al interior de las cárcelesdel
país y el compromiso de los derechosfundameÍitalesde los internos, con ocasión
de aquellas. Reiteró el Estado de Cosas Inconstitucional -ECI- en la política

'6 M.P, María Victoria Calle Correa.
l7 Autos 259 de 2014 y 181-15.M.P, Luis ErnestoVargasSilva
l& M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.
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criminal, declarado por segundavez en la SentenciaT-388 de2013y dio órdenes
generales, particulares y relativas a cada casoconcreto, con el fin de superarlo.

Dichas órdenes componen la estrategia de superación del ECI y de
restablecimiento de los derechos desconocidos a la población privada de la
libertad en el país.

19. La Corte Constitucional puede emitir para efecto de salvaguardar los
derechos fundamentales varios tipos de órdenes. En la Sentencia T-418 de
201059 se precisó que "[u}no de los criterios con base en los cuálespueden ser
clasificadas es su grado de complejidad. Advirtiendo que la simplicidad o
complejidad de una orden es una cuestión de grado, la jurisprudencia
constitucional ha señalado que sepuede decir que '[. ..} una orden de tutela es
simple cuando comprende una sola decisión de hacer o de abstenersede hacer
algo que se encuentra dentro de la órbita de control exclusivo de la persona
destinataria de la orden y se puede adoptar y ejecutar en corto tiempo,
usualmente mediante una sola decisión o acto. Por el contrario una orden de
tutela es compleja cuando conlleva un conjunto de acciones u omisiones que
sobrepasan la órbita de control exclusivo de la persona destinataria de la orden,
y, con frecuencia, requieren de un plazo superior a 48 horas para que el
cumplimiento seapleno".

Las órdenes complejas, estructurales o generales, como fueron denominadas en
la Sentencia T-762 de 2015,condensan las medidas requeridas para aseguraren
forma efectiva el goce de los derechos fundamentales a la(s) persona(s) que
resultaron afectadas por un bloqueo institucional que impide su ejercicio
efectiv060. Surgen en la medida en que, como quiera que "[uJna sentencia de
tutela no puede quedar escrita [y} tiene que materializarse en conductas
positivas o negativas a favor de las personas cuyo derecho fue amparado. El
remedio al que recurre unjuez constitucional para salvaguardar un derecho, en
ocasiones no supone órdenes simples, ejecutables en un breve término mediante
una decisión única del destinatario de la orden, sino órdenes complejas ,,61.Éstas
fueron definidas como "mandatos de hacer que generalmente requieren del
transcurso de un lapso significativo de tiempo, y dependendeprocesos decisorios
y acciones administrativas que pueden requerir el concurso de diferentes
autoridades y llegar a representar un gasto considerable de recursos, todo lo
cual suele enmarcarse dentro de una determinada política pública "62.

Entonces, las órdenes generales se orientan a promover la acción conjunta de las
instituciones concernidas en todas y cada una de las fasesde la política criminal,
con el fin de armonizarla. Precisan responsabilidades complejas, que hacenparte
de las medidas estructurales e interdependientes de fueron previstas por el juez
constitucional como mecanismo para conjurar la situación.

59 M.P. María Victoria Calle Correa.
60 SentenciaT-086 de2003. M.P. Manuel JoséCepedaEspinosa.
61 SentenciaT-086 de 2003.M.P. Manuel JoséCepedaEspinosa.
62 Auto 103A de 20]6. M.P, Jorgelván PalacioPalacio.
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Sin embargo, la aludida complejidad no solo se presenta cuando son varias las
acciones previstas en una orden o hay un número plural de destinatarios, sino
también cuando los mandatos emitidos son parte de un sistema de acciones que
en forma organizada y coordinada, tienden a un fin que trasciende las gestiones
puntuales de cada una de esas instituciones, que aunque son relevantes y
trascendentales, por oposición a las órdenes simples, no son suficientes para
conjurar la amenazasobre los derechosfundamentales.

20. Cabe recordar en este punto que en la Sentencia T-762 de 2015 se hizo
énfasis en que el principal problema de la política criminal es la falta de
articulación institucional con la cual ésta se diseña, ejecuta y desarrolla. La
sentencia señaló que sus desaciertosseconcretany tienen incidencia directa en
la fasede criminalización terciaria, estoesen la ejecución de las penaso medidas
de aseguramiento al interior de los establecimientospenitenciarios del país. Bajo
esa perspectiva lo que procedía era la emisión de órdenes complejas pues la
dimensión del problema es estructural y no puedepercibirse en términos de una
solución simple y a corto plazo.

21. Para el cumplimiento efectivo de las órdenesgeneralesde la Sentencia T-
762 oe 2015, la Sala diseñó un esquema de seguimien,to especial. Su objetivo
es promover el cumplimiento .de las órdenes y los objetivos señalados en esa
providencia, valorar la respuestainstitucional en la estrategia de superación del
EC! y servir como fuente de información a esta Corporación para que, con
periodicidad semestral, puedade,terminar la evolución del fenómeno e impartir
las órdenes adicionales que se requieran con el fin de asegurarel goce efectivo
de los derechosde la población privada de la libertad.

La necesidad de articulación institucional en tomo a la problemática estructural
que seadvirtió, motivó el diseño deun seguimiento de grandesproporciones para
el cumplimiento de la Sentencia T-762 de 2015.

Tal seguimiento, se dejó:claro, recaeen la Corte Constitucional en resguardo de
la supremacíade la Constitución y desuscontenidossustanciales63•Sin eIflbargo,
tanto en la Sentencía T-388 de2013 como en la T-762 de 2015, estaCorporaciqn
delegó su competencia' para hacer seguimiento al ECL En la última de las
providencias referidas, esa facultad.. se adjudicó' temporalmente a tres
instituciones: la Defensoría del Pueblo64, la Procuraduría General de la Nación65

y el Ministerio de la Presidencia66•

Dichas entidades deben acompañar (esto es liderar, vigilar y armonizar los
esfuerzos institucionales) el.proceso de superación del EC! y entregar informes
semestrales a esta Corporación, con base en los cuales se determinará, en su
momento, si hayo no necesidadde reasumir las competenciasde seguimient067.

6JSala de seguimiento a la sentencia T-025 de 2004. Auto 385 de 2010. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. En cita en
Senten~ia T-762 de 2015. Fundamentojurídico 102.
64Sentencia T-762 de 2015. Fundamento jurfdico 104.
6l Ibldém. Fundamento jurídico 106.
66lbIdem. Fundamento jurídico 107.
67 Ibfdem. "la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación y el Mínisterio de la Presidencia
presentaran. en conjunto, ínformes semestrales a esta Sala, para que la Corte Constilucíonal pueda evaluar si asume
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Conforme auto del 6 de julio de 2016, la Sala Quinta de Revisión de la Corte
Constitucional, unificó el término de notificación de las órdenes generalesde la
Sentencia T -762 de 2015, y fijó como punto inicial de la estrategiade superación
del ECI el 9 de junio de 201668• Dos son los principales efectos, para esteasunto.
Por un lado, sin duda alguna la sentencia, en lo que se refiere las directrices
estructurales, es actualmente exigible para todas las autoridades involucradas y,
por el otro, el primero de los informes de seguimiento quedebepresentarel Grupo
Líder del mismo debe presentarseel 9 de diciembre de esteaño.

Dicho informe servirá para establecer el grado de aporte de las autoridades a la
estrategia de superación del EC!. A partir de él, también se comprobarán los
avances, los retrocesos, las limitaciones que se hubieren presentado
concretamente y las posibilidades de reacción institucional sostenible frente a
ellas. Una vez hecho lo anterior podrá establecersesi la competencia paraefectuar
seguimiento al cumplimiento de la Sentencia T-762 de 2015 continuará delegada
o si se reasume por parte de estaSala.

22. De tal suerte, conforme el esquemaprevisto, en la actualidad el seguimiento
al cumplimiento de la Sentencia T~762 de 2015 NO se encuentra a cargo de la
Corte Constitucional, sino de la triada institucional a la que se le delegó el mismo,
como se anotó. Solo una vez recibidos los informes periódicos sobre la situación
de la política criminal en Colombia, esta Corporación definirá si lo reasume o
sigue confiándolo a esas,o a otras, instituciones.

En esa medida la Sala, a efecto de dar respuesta a la solicitud de apertura del
incidente de desacato que formulan varios internos de la Cárcel Modelo de
Bucaramanga, fijará el alcance de la delegación de las facultades de seguimiento
para lograr el cumplimiento de la Sentencia T-762 de 2015.

En este punto es necesario dilucidar ¿si la delegación del seguimiento a una
decisión de esta Corporación a una autoridad pública sin competencias
jurisdiccionales, implica la supresión de la posibilidad de acudir al juez
constitucional para denunciar, con fines sancionatorios, el incumplimiento a una
sentencia de tutela?

23. No puede perderse de vista que la decisión de delegar el seguimiento en la
Defensoría, la Procuraduría y la Presidencia de la República, promueve el
cumplimiento de lo ordenado en la sentencia. Supone el ejercicio de la facultad
de seguimiento que le asiste a la Corte Constitucional para lograr el acatamiento
de sus propias decisiones en el marco del ECI que declaró.

directamente o, continúa delegando,el seguimientodel EstadodeCosasInconstitucionaldeclaradofrente a la Política
Criminal. en los términos expuestos,comoen los quefUeronpreviamenteconsignadosen la sentenciaenmención...
68 La Salaasumió quecomoquieraque lasentidadesconcernidasya habíansido notificadaspor losjuecesde instanciao
finalmente por la SecretarIaGeneralde estaCorporación,y consideradoel caráctercomplejo de las órdenesgenerales
como el trabajo conjunto y articulado quedemandande lasautoridadespublicasinvolucradas,parasuperarel Estadode
Cosas Inconstitucional en materia de política criminal, las órdenesestructuralesdebenseguir un curso conjunto que
permita alcanzar los objetivos dearticulación propuestos.
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Las competencias disciplinarias que conlleva el seguimiento al cumplimiento de
cualquier fallo de tutela por parte del juez constitucional, desplegadasa través del
incidente de desacatono puedenser delegadasa una entidad que seaajena a la
rama judicial. Sin embargo, tampoco pueden ser asumidaspor esta Corporación
en la medida en que se ha desprendido temporalmente de sus facultades para
perseguir por sí misma el cumplimiento de la Sentencia T-762 de 2015 y el
incidente de desacato,como seanalizó previamente, tiene por cometido lograrlo.
Tramitar ahora el incidente que' formulan los peticionarios sería intervenir
prematuramente en el proceso de seguimiento que lideran actualmente otras
instituciones y actuar en contra de las propias determinaciones de la Sala.

24. Cabe recordar que el incidente de desacato,con todas las caracterizaciones
que ya se hicieron (fundamento jurídico 6 de estaprovidencia) esun mecanismo
judicial con el quecuentala personabeneficiadapor el sentido deun fallo, cuando
está convencida de no se ha cumplido la orden dictada por el juez y de que su
derecho fundamental continúa afectado.

Es un mecanismo para lograr la tutela efectiva de los derechos ante el
l'

incumplimiento negligente de las órdenesque intentan restablecer los derechos
de una persona. Por esa razón, si bien actualmente ni . las entidades del
seguimiento ni esta Corporación tienen competencia para tramitar un incidente
de desacato por el incumplimiento de las órdenesgeneralesde la Sentencia T-
762 de 2015, ello no esrazón suficiente para impedir que los interesadosrecurran
a la administración dejusticia a exponer suspreocupacionessobre la satisfacción
de lo ordenado y que un funcionario judicial sepronuncie al respecto.

Asegurar el derecho al accesoa la administración dejusticia a los interesados en
el cumplimiento del fallo en cuestión, y acompasado con el carácter estructural
de las medidas y con los fines de armonización del proceso hacia la superación
del ECI, implica entoncessefialaruna autoridadjudicial responsablede asumir el
conocimiento de los incidentes de desacato que se promuevan para lograr el
cumplimiento de las órdenescomplejas en obran en él.

25. La jurisprudencia de estaCorporación ha hechouna clara distinción entre las
atribuciones del juez en búsquedadel cumplimiento de la sentenciade tutela y su
poder disciplinante representadoen el incidente de desacato.Los ha entendido
distintos, aunque coadyuvan a un mismo fin: el restablecimiento de los derechos
fundamentales de los accionantes.En esamedida la delegación del proceso de
seguimiento al cumplimiento de lo ordenado en la Sentencia T.762 de 2015,
supone la' determinación de una entidad judicial responsable de tramitar los

',' incidentes de desacato que surjan frente a las órdenes generales, pues las
delegadasson entidades sin competenciasjurisdiccionales.

El objetivo esqueel cumplimiento sigael cursoprevisto en la sentenciay senutra
con el trámite incidental, como una h~rramienta más para promoverlo, sin que
esta Corporación incida en el proceso que se adelanta y así las entidades
convocadas puedan establecer un sistema organizado y armónico de gestión y
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respuesta a la crisis carcelaria que sevive actualmente, como consecuenciade la
política criminal.

El criterio principal para la selección del funcionario judicial que tramitará los
incidentes de desacato, es el domicilio de las entidades acusadas del
incumplimiento de la sentencia69. Tratándose de órdenesgeneralesque convocan
sobre todo al nivel central, espreciso que una sedejudicial del circuito deBogotá
sea la que asuma su desarrollo.

El único juez de primera instancia que responde al criterio establecido es la Sala
Penal del Tribunal Superior de Bogotá, que conoció en primera instancia del
expediente T-4.009.989 acumulado y definido en la Sentencia T-762 de 2015. A
ella serán remitidos todos los incidentes de desacatoque se formulen frente a las
órdenes generales de la Sentencia T-762 de 2015. Y cuando le sean remitidas
solicitudes que versen sobre órdenesparticulares o relativas a cadacaso concreto,
las remitírá por competencia a los jueces de primera instancia.

Las competencias de la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá cesarán
cuando esta Corporación lo decida expresamente, resuelva reasumir el
seguimiento a la Sentencia T-762 de 2015 o haya declarado la superación del
ECI reiterado en esaprovidencia.

En desarrollo de su actividad, el Tribunal, los días 9 de diciembre y 9 dejunio de
cada año desde este momento hasta cuando se declare la superación del ECI o
hasta que esta Sala decida asumir el seguimiento directo del cumplimiento deberá
remitir a esta Sala una relación de los incidentes presentados, tramitados y
decididos, en el que discrimine los solicitantes y las razones que se denuncian,
como los motivos para abrir o no el incidente de desacato.

26. Dadas las particularidades del problema estructural que pretende resolversey
del esquema del seguimiento previsto para ello, no basta con identificar la sede
judicial que deberá tramitar las solicitudes de apertura de incidentes de desacato.
También es indispensable precisar los lineamientos mínimos que deben tenerse
en cuenta para hacerlo, sin perjuicio de la autonomía y la independencia judicial
del Tribunal.

27. No puede perderse de vista que la exigibilidad de la puesta en marcha y el
desarrollo de la estrategia de superación del ECI, reiterado en la Sentencia T -762
de 2015, precisa de una acción conjunta y armónica a la que están convocadas
todas las entidades sobre las que recaeuna orden general.

Es indispensable señalar que el análisis del cumplimiento o incumplimiento de la
SentenciaT-762 de 2015, por ahora no podrá versar sobre el objetivo central,
cual es la superación ECI. Ese análisis compete a estaCorporación y lo hará una
vez el Grupo Líder de Seguimiento aporte los informes semestralesdel caso.

69 Ese mismo criterio fue empleado por la SalaEspecial de Seguimiento a la SentenciaT-025 de 2004, en los
Autos 333, 334 Y 335 de 2006. M.P. Manuel JoséCepeda.
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Por ahora, a ninguna de las entidades involucradas puede exigírsele el
cumplimiento de los objetivos de la sentencia,básicamenteporque el problema
que se reconoció es de carácter estructural y, actualmente, trasciende sus
esfuerzos particulares. Lo que es exigible de cada una de las entidades
involucradas en las órdenesgeneralesesla adopción demecanismos efectivos de
articulación y trabajo conjunto con las demás,con el fin de lograr resultados en
el menor tiempo posible y sucooperacióncon la estrategiaconjunta desuperación
del ECI reiterado en la Sentencia T-762 de 2015.

El análisis del Tribunal. ha de enfocarse a determinar si la entidad acusada
imcumple con el esquemade cumplimiento de la sentencia,cuyo liderazgo estáa
cargo de 1<i Defensoría del Pueblo. En esamedida en el trámite de los incidentes
de desacato fonnulados para denunciar el incumplimiento de las órdenes
generales de la sentencia, debe centrarse en las gestiones para lograr el
cumplimiento de la sentenciay evaluar el papel de la entidad denunciada en la
estrategia de superación del BC!.

La definición del cumplimiento o incumplimiento de la sentencia,por su carácter
estructural y en esta etapa de su desarrollo, se derivará de la estimación de la
diligencia de las entidades involucradas, en el proceso. El incumplimiento solo
será posible en los casos en los que la entidad acusada se haya sustraído
injustificadamente de los deberesque le imprime la estrategia de superación del
EeI y con ello haya retrasado, o contribuido a retrasar, el desarrollo de los
mecanismos previstos en la Sentencia T-762 de 2016 y con ello el goce efectivo
de los derechos fundamentalesde la población privada de la libertad.

En esa medida, además de las personas interesadasen el fallo, las entidades
líderes del seguimiento a la SentenciaT-762 de 2015 podrán formular incidentes
de desacatoen contra de cualquier entidad que estimen, en forma motivada, que
no ha sido lo suficientemente diligente al asumir los compromisos que tiene con
la estrategia de superación del ECI, ya seaque estosprovengan directamente de
lo resuelto o lo considerado en la sentencia o de los acuerdos entre las
institucionales involucradas para efecto de dinamizar el proceso, y lograr
resultados en el merior tiempo posible.

Además dada la relación que tiene el incidente de desacatoy el seguimiento al
cumplimiento de la sentencia, para su tramitación será indispensable que la
Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación y la Presidencia de
la República hayan emitido un conceptopreliminar queubique al Tribunal que lo
tramita en la estrategia de superacióndel ECI para que, con relación a ella, pueda
constatar si hay una conducta renuente de la que pueda desprenderse la
responsabilidad subjetiva de las autoridadespúblicas den!1nciadas.El objetivo es
que tenga los elementos para determinar la respuestainstitucional a la estrategia
de superación del ECI, liderada por esasinstituciones.

El Tribunal solicitará el concepto de dichas entidades,que deberán absolverlo e
informarlo en el término de 2 días hábiles, previa la comunicación del trámite al
funcionario sobre el que pesa la denuncia, con el fin de que este pueda
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controvertirlo en su primera intervención y aportar todos los elementos de juicio
que considere necesarios.

28. Resuelto el asunto de esta forma, la Sala estima conveniente informar a los
jueces de primera instancia que tramitaron cada uno de los 18 expedientes
acumulados en la sentencia y a los líderes del seguimiento (las 3 instituciones),
que en adelante la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá dispondrá de la
facultad para conocer de los incidentes de desacatoque sepromuevan para lograr
el cumplimiento de las órdenes generalesemitidas en la Sentencia T-762 de 2015.
Ellos conservarán competencia en la materia para lograr el cumplimiento de las
órdenes particulares y las relativas a cada caso concreto.

29. En suma, concluye la Sala que el incidente de desacatoformulado por algunos
de los internos de la Cárcel Modelo de Bucaramanga es ajeno a las competencias
que actualmente tiene esta Corporación frente a la Sentencia T-762 de 2015 y
que su tramitación debe efectuarsepor parte de la SalaPenal del Tribunal Superior
de Bogotá, a partir de los parámetros fijados en el fundamento jurídico 27, dadas
las particularidades del ECI en materia de política criminal y que las entidades
encargadas de su seguimiento no tienen competencias jurisdiccionales.

30. Ahora bien, Orlando J. Rodríguez P. y otros internos recluidos en la Cárcel
Modelo de Bucaramanga hacen, ademásde esta, tres solicitudes adicionales que
a continuación serán resueltas, en el mismo orden en que fueron planteadas.

31. Antes de hacerlo resulta imperioso hacer una precisión final. Los solicitantes,
preocupados por la regulación de las medidas de aseguramiento privativas de la
libertad, formulan como sustento de sus peticiones una interpretación inexacta
sobre las consideraciones contenidas en la Sentencia T -762 de 2015, que la Sala
debe encauzar.

Si bien se tuvieron en cuenta los informes e intervenciones que señalabanque el
uso excesivo de la prisión preventiva constituía una falencia de la política
criminal, como finalmente fue declarado, no es cierto que basada en ellos esta
Sala haya previsto excarcelaciones parciales, cierres de establecimientos
penitenciarios o prohibiciones de algún tipo sobre el ingreso de nuevos reclusos
a los mismos. Por el contrario, en la providencia en mención, se advirtió que
debían entenderse revocadas las "(i) órdenes de traslado depresos, u (ii) órdenes
orientadas a la prohibición o limitación del ingreso [de ellos] (. ..) a los diversos
centros de reclusión ", pues son medidas parciales que no consultan la necesidad
de articulación institucional en todas las fasesde criminalización y que aparecen
atómicas e ineficientes7o, desdeun punto de vista estructural.

JO SentenciaT-762 de 2015. M.P. Gloria StellaOrtiz Delgado.Fundamentojurldico 75 y 175."El efectopráctico de las
medidasde cierre o decondicionamientode la entrada depersonasa uncentro carcelario hasido la congestiónde los
centros depaso de laspersonasprivadas de la libertad comolas UnidadesdeReacciónInmediataURI 's,los calabo=os
de las estacionesdepolicia o incluso losparqueaderosdealgunosde los PalaciosdeJusticia enel territorio nacional.
/1 La Sala Quita considera que la adopción de esasmedidasdebeser gradual (oo.) y armoni=adacon medidasen las
primeras dosfases de la política criminal, de lo contrario setorna contraproducentey vulneratoria de los derechosde
las personasprivadas de la libertad. (.oo) las decisionestomadasen tal sentidodeberán;'evocarse."
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En esamedida lainterpretaci6n de la providencia que contiene la solicitud, enese
punto preciso, contraviene lo dispuesto en la sentencia,y no puede considerarse
para entrar a determinar si existió o no un incumplimiento como el que se alega.

Sobre la solicitud de ordenar a losjueces que asuman que el domicilio de las
personas esuna extensión de las cárceles y que el país es una cárcel.

32. En primer lugar, las personasque suscriben el documento solicitaron a esta
Corporación dictar órdenes a los jueces de garantías y jueces de ejecución de
penas, con el fin de que acepten la postura particular que defienden: "que el
domicilio del interno esun apéndicede la cárcel, que lospeajes intermunicipales
son las rejas de vigilancia territorial y que las oficinas de emigración del país
son la puerta deseguridad principal que tiene estacárcel llamada TERRITORIO
NACIONAL}J. Además, en esamisma línea, solicitaron que seordene a los entes
territoriales crear programas deatención y tratamiento para los internos recluidos
en sus hogares, programas de inclusión social establecidos en sus planes de
desarrollo.

Al margen del sustrato de la posición de.los accionantes,respetable aun cuando
esta Sala no puede llegar a pronunciarse sobreella en esteescenarlo, basta aludir
a los principios de autonomía e independencia judicial, para descartar la
intervención de esta Corporación en el sentido en que pretenden los interesados
respecto de los funcionarios judiciales aludidos. Cabe también destacar que no
hay posibilidad alguna de que estaCorporación actuépor fuera de los canalesde
accióp que constitucionalmente fueron previstos, ycomo quiera queestasolicitud
no esiposible condensarla en una petición de amparo o de control constitucional
abstracto, deberá ser descartadapor falta de competencia.

En lo que atañea la creación deprogramasdeatención a los internos que cumplen
una pena privativa de la libertad en su domicilio, se recuerda que esta
Corporación no escompetente para hacer adiciones en forma extemporánea a su
propia sentencia, en la medida en que esta es inmodificable. Ahora bien,
considerada esta última medida particular como una propuesta dentro del marco
de la,estrategia de superación al ECI; será remitida a la Defensoría del Pueblo,
para efectos de que a través del Grupo Líder del Seguimiento a la Sentencia T-
762 de 2015 considere su viabilidad junto con las instituciones concernidas para
tal efecto. Su cometido deberádar publicidad a la propuesta para efectos de que
sedetermine su pertinencia

Sobre la acusación de in constitucionalidad de la Ley 1786 de 2016 que hacen
los solicitantes

33. Adicionalmente quienes suscriben la comunicación remitida a este despacho
solicitaron que se declare la inconstitucionalidad de la Ley 1786 de 2016.
Consideran que prolonga la amenaza a los derechos fundamentales de las
personasprivadas dela libertad que la Corte encontró contraria a la Constitución
en la Sentencia T-762 de 2015. Sostienenque su expedición lesiona seriamente
el derecho a la libertad que se encuentra consagrado constitucionalmente, y en
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virtud del cual esta Sala dispuso que las medidas de aseguramiento intramural
debían ser excepcionales.

La Constitución de 1991 en el numeral 40 de su artículo 241 establece la
competencia de esta Corporación para "decidir sobre las demandas de
inconstitucionalidad quepresentenlos CÍudadanoscontra las leyes,tantopor su
contenido material comopor vicios deprocedimientoensuformación. " En esta
medida esta Corporación es competente para conocer de la solicitud de declarar
inconstitucional la Ley 1786 de 2016.

Sin embargo en el numeral 11 de la misma norma el Constituyente Primario
además le otorgó la facultad para darse su propio reglamento. Éste, el Acuerdo
02 del 22 de julio de 2015, orienta todas sus actividades.

En el artículo 5° del citado reglamento se encuentra que, entre otras, es función
de la Sala Plena encargarse de decidir sobre los asuntos de constitucionalidad de
que trata el artículo 241. Con base en las solicitudes ciudadanas que haya al
respecto se efectúa el programa de trabajo y se hace el reparto correspondiente,
conforme los criterios contenidos en el artÍCulo 4371

.

Adicionalmente las Salas de Revisión, como esta,son formadas por la SalaPlena
para que, por regla general72, resuelvan los casosde tutela que se seleccionan73•

De conformidad con lo anterior es claro que la SalaQuinta de Revisión carecede
la facultad para abordar esta petición, pues no puede tomar el conocimiento de
ese asunto y dilucidar, por sí misma, ni la aptitud de la demanda, para establecer
si puede o no ser admitida para su análisis, ni la inexequibilidad de la norma que
acusan los internos. Esta entidad ha establecido mecanismos prefijados para ello,
que reglamentó y la Sala Quinta de decisión no puede desconocerlos.

11 Acuerdo 02 del 22 de julio de 2015. Articulo 43. "Criterios para reparlO equitativo. La Sala Plena adoptará
criterios y procedimientos para que en la práctica concreta, el repOrto de negocios entre los Magistrados sea
equitativo. Para tal efecto, se tendrán en cuenta entre otros, los siguientes factores: l. Número de normas
demandadas, complejidad del asunto o ambos factores. 2. Número de temas que ameriten investigación,
complejidad de los mismos O ambos factores. 3. Requerimientos normales de horas de trabajo del despacho.
determinados en función de la investigación exigida y de los recursos existentes. 4. Necesidad de pruebas. 5.
Inadmisiones o rechazos previsibles. 6. Especialidad de los asuntos. 7. Eventllales ventajas comparativas. 8.
Urgencia de su tratamiento. 9. Posibilidad deponencia múltiple. "
72 Se exceptúan los casosde cambio o de unificación dejurisprudencia en materia de tutela, cuando asf lo apruebe
la mayorla de Sala Plena, en los eventos previstos en los artículos 59 y 61 del Reglamento (Articulo 5 del Acuerdo
02 del 22 de julio de 2015.
73 Acuerdo 02 del 22 de julio de 2015. ArtIculo 56. "Salas de Revisión de Tutelas. A medida que se repartan los
procesos de tutela se irán conformando las Salas de Revisión, una por cada reparto, así: El Magistrado a quien
corresponda alfabéticamente recibirlo, presidirá la Sala conformada con los dos Magistrados que le sigan en
orden. La Sala decidirá por mayoría absoluta y el Magistrado disidente podrá salvar o aclarar su voto. Los
procesos de tutela deberán ser decididos en el término máximo de tres (3) meses.COIl tal propósito, el magistrado
sustanciador deberápresentar el proyecto defallo a los demásMagistrados que integran la Sala deRevisiónpara
queformulen sus observaciones. por lo menosquince (/5) días antesdesu vencimiento. Ocurrido lo anterior, los
Magistrados Titulares tendrán un plazo de cinco (5) días, contados a partir de la entrega del proyecto, para
formular observaciones por escrito. Los Magistrados que integran la Sala de Revisión deberán adoptar una
decisión definitiva sobre el caso,sin superar el término máximo detres (3) mesesal queserefiere el inciso segundo
de este artículo. Adoptada la decisión, se procederá a la firma de la providencia dentro de los cinco (5) días
hábiles siguientes, luego de lo cual los magistrados disidentes elaborarán el salvamento o aclaración de voto, en

los términos dispuestos en el numeral 8° del artículo 34 de estereglamento. "
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En esa medida, se informará a los peticionarios que para que la solicitud de
declarar inconstitucional la Ley 1786 del016 searesuelta por estaCorporación,
deben presentar una demanda de inconstitucionalidad en los términos señalados
en el artículo 241.4 de la Carta Política y observando los requisitos previstos en
el artículo 6 del Decreto 2067 de 1991.

Sobre la solicitud de acceder a las peticiones como medida provisional de
, protección

34. Como medida provisional, solicitan que se adopten las requeridas en la
petición, conforme el Decreto 2591 de 1991. Sin embargo es claro que las
medidas cautelaresen él previstas atañenúnicamente a la tramitación de la acción
de tutela, sin que seaposible alegarlas en el trámite incidental que se pretende
adelantar.

Las medidas provisionales, son un mecamsmo 'transitorio de protección de
derechos fundamentales.

"La medida provisional de suspenswn de un acto concreto que
presuntamente amenaza o vulnera un derechofundamental, [a la que
hace referencia el artículo 7° del Decreto 2591 de 1991J pretende
evitar que la amenaza al derecho se convierta en violación o que la
violación del derechoproduzca un daño másgravoso que haga que el
fallo de tutela carezca de eficacia en casodeser amparable el derecho.
Corno su nombre lo indica, la medida esprovisional mientras se emite
el fallo de tutela, lo cual significa que la medida es independiente de la
decisión jinal. ,,74

Operan cuando el juez encuentra que aquellos derechosestán afectados por una
amenaza inminente, que hace pensar que entretanto sedesarrolla el trámite de la
acción de 'tutela, pueden resultar lesionados seriamente hasta el punto en que,
incluso, sea imposible restablecerlos y la orden que pueda proferir el juez quede
sin sustrato. Una medida como estaaseguraal demandantemientras se produce
la decisión de conceder o no el amparo y asegurael objeto del pronunciamiento
judicial. Por tanto "pueden ser adoptadas durante el trámite del proceso o en la
sentencia, toda vezque 'únicamente durante el trámite o al momento de dictar la
sentencia, sepuede apreciar la urgencia y necesidadde la medida'75"76.

Ahora bien, en estecaso la decisión de tutela ya seprofirió. Por tanto la solicitud
de medidas provisionales es inoportuna. Se espera que el mayor nivel de
protección posible devenga de las órdenesde la Sentencia T -762 de 2015, que
por ser del tipo estructural son concebidas a largo plazo, porque se trata de
órdenes complejas que apuntan a dar una solución estructural al problema que se
encontró en esadecisión judicial.

74 Auto 207 de 2012. M.P. Luis Guillenno Guerrero Pérez.
7S Auto 040 A de 2001 M,P. Eduardo Montealegre Lynett En cita en: Auto 072 de 2009 M.r. Humbelio Antonio
Sierra Porto,
76 Auto 072 de 2009 M.r. Humberto Antonio Sierra Porto.
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En esta etapa del proceso en la que se solicita la apertura de un incidente de
desacato, lo cierto es que las medidas provisionales no proceden en tanto el
trámite se orienta a determinar la responsabilidad subjetiva de los funcionarios a
los que se acusa de incumplir las órdenes generalesde la sentencia. Apresarlos o
imponerles una multa antes de abrir el incidente, contravía su derechos a la
defensa y a presunción de inocencia, que son garantías atadasal debido proceso,
de las que no puede ser privada ninguna persona en Colombia.

En gracia de discusión, conviene llamar la atención sobre el hecho de que el
carácter estructural del problema de la política criminal colombiana impide tomar
decisiones puntuales y particulares que puedan llegar a frenarlo. Las órdenes
estructurales se deben precisamente a eso: no existe actualmente una medida a
través de la cual el juez de tutela pueda contener la afectación, masiva y
generalizada, de los derechos y mucho menos si se trata de imponer sanciones a
las autoridades concernidas, pues en principio todas, en conjunto, pero ninguna,
en forma particular, tienen la responsabilidad subjetiva por el estadoen el que se
encuentran las personas privadas de la libertad.

Por eso la Sentencia T -762 de 2015 estableció una estrategia de acción
coordinada y articulada para poder superar las lamentables condiciones que se
viven en las cárceles del país. Convoca a todas las instituciones involucradas pero
ellas, temporalmente, responderán por el cumplimiento de sus deberes de
cohesión institucional con las demás instituciones, para efecto de evitar
estancamientos o retrocesos en el desarrollo de la estrategia de superación del
EC!. De tal modo no esmaterialmente posible adoptar una medida que solucione
a corto plazo el problema y, aun cuando se estuviera en la oportunidad para
hacerlo, no podría preverse en forma efectiva por la dimensión del problema.

Considerado lo anterior esta Sala no accederá a la solicitud de medidas
provisionales de protección de los derechosfundamentales de los interesados,por
ser improcedente.

Solicitud de remitir escrito en calidad de denuncia ante la Corte
lnteramericana de Derechos Humanos

35. Finalmente, en forma subsidiaria, pidieron que se oficie a la Defensoría del
Pueblo y se dé traslado de este escrito a la Corte Interamericana, en calidad de
"denuncia" con el objetivo de que se pronuncie sobre la expedición de la Ley
1786 de 2016 Y adopte medidas cautelares, debido a las que, según consideran,
son condiciones de "prisión perpetua" a las que están sometidas las personas
sindicadas en Colombia.

Conviene señalar que a pesar de que los interesados solicitan que su escrito sea
enviado a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, dadaslas peticiones de
que ésta evalúe la pertinencia de adoptar medidas cautelares y su esquema de
funcionamiento actual, ha de entenderse lo solicitado se enfoca en la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos.
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Al respecto en primer lugar, es de anotar que la perpetuidad de la privación de la
libertad que sealegapor parte.de los solicitantes no secompadececon la realidad,
y la aseveración en la que ellos se fundan no se encuentra soportada en ningún
hecho o interpretación expuesta en la solicitud. Los solicitantes hacen esa
manifestación sin ningún soporte o evidencia de que la expedición de la norma en
comento imponga, a perpetuidad, privaciones de. la libertad. No es posible
entonces derivar de su solicitud las conclusiones a las que espontáneamente
llegan.

En segundo lugar, si bien la Ley. 1755de 201577 queregula el derecho depetición,
en su'artículo 21 prevé que "si la autoridad a quien se dirige la petición no es la
competente, se (...) remitirá (. ..) al competente y enviará copia del oficio
remisorio al peticionario o en casode no existir funcionario competente así se lo
comunicará (. ..) ", 10 cierto es que eh estecaso, (i) los accionantes determinaron
a la autoridad a quien quieren que sedirija supetición, que además(ii) esde orden
supranacional, por lo que la mencionadanorma no tiene alcancevinculante frente
a ella. Entonces, resulta inaplicable.

Obsérvese que pese a que los interesadospretenden que su escrito llegue a la
Comisión Interamericana de DerechosHumanos, no lo remiten a ella. Piden que
si las demás solicitudes no prosperan, estaCorporación previa vinculación de la
Defensoría del Pueblo hagala remisióri correspondientede esteescrito, en calidad
de denuncia.

La Sala aclara que sus competencias se enmarcan conforme las directrices
constitucionales y legales que, d.elimitan su campo de acción, sin que pueda
acceder a esa petición. Si el interés de los solicitantes es que la Comisión
Interamericana conozca el asunto y despliegue sus competencias al respecto, es
necesario que la comunicación seadirigida a ella directamente,pues conforme los
principios de celeridad y economíaprocesal, resulta indeseableque la ciudadanía
tramite suspeticiones frente a otras instancias,mediante la remisión inicial a esta
Corporación.

Adicionalmente, conviene prevenir a los interesados sobre el hecho de que la
denuncia en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos se formularía en
contra del Estado Colombiano, del que..por su puesto estaentidad hace parte. De
tal suerte que en aras de la independencia y la lealtad en un posible escenario
internacional, conviene que el canal deremisión y de apertura de la denuncia que
les interesa seaajena a entidadesgubernamentalescomo esta y se proponga por
sus propios mecanismos.

No obstante lo anterior, como quiera que esteescrito serápuesto en conocimiento
de la Defensoría del Pueblo, como entidad líder del seguimiento al cumplimiento
de la Sentencia T-762 de 2015,dicha entidad podrá tomar las medidas que
considere pertinentes respectode estasolicitud particular.

77 "Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de
Procedimiento Administrativo y de lo ContenciosoAdministrativo."



SentenciaT-762de2015
Expediente:T-3927909y acumulados.

27

En suma la Sala no accederá a esta última solicitud, como quiera que a su cargo
no está la remisión de solicitudes a entidades contra las que expresamente se
dirigen las solicitudes presentadas.

En virtud de lo expuesto, la Sala,

RESUELVE

Primero. RECHAZAR la solicitud de incidente de desacato formulada por
Orlando J. Rodríguez P. y otros internos recluidos en la Cárcel Modelo de
Bucaramanga, por las razones expuestasen este auto.

Segundo. A TRIBUIR a la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá la
facultad para conocer de los incidentes de desacatoque sepromuevan para lograr
el cumplimiento de las órdenes generales emitidas en la Sentencia T-762 de
2015, hasta tanto esta Corporación decida reasumir el seguimiento
correspondiente o sehaya declarado superadoel Estado de CosasInconstitucional
reiterado en esaprovidencia.

En desarrollo de su actividad, los días 9 de diciembre y 9 de junio de cada año
desde este momento hasta cuando se declare la superación del Estado de Cosas
Inconstitucional o esta Corporación asuma el seguimiento al cumplimiento del
fallo, deberá remitir a esta Sala una relación de los incidentes presentados,
tramitados y decididos, y en ella identificará a los solicitantes y las razones que
se denuncian, como los motivos para abrir o no el incidente de desacato.

Tercero. ADVERTIR a la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá que el
trámite de los incidentes de desacato que se promuevan para lograr el
cumplimiento de las órdenes generales emitidas en la Sentencia T -762 de 2015,
deben atender a la naturaleza estructural y compleja de las mismas, en los
términos expuestos en el fundamento jurídico 27 de esta providencia. Deberán
ser convocadas para que se pronuncien sobre el cumplimiento de la entidad
acusada y emitan su concepto sobre él, la Defensoría del Pueblo, el Grupo Líder
de seguimiento, la Procuraduría General de la Nación y la Presidencia de la
República.

Consecuentemente con el fundamento jurídico 27 de esta providencia, el
cumplimiento de la Sentencia T -762 de 2015 será evaluada en términos del
aporte a la estrategia de superación del ECI o de la renuencia a participar,
coordinada y armónicamente en ella. En ningún caso la valoración versará sobre
el estado del cumplimiento global de lo dispuesto en la Sentencia T -762 de 2015,
por estar a cargo de esta Corporación.

Cuarto. REQUERIR a la Defensoría del Pueblo, a la Procuraduría General de
la Nación y a la Presidencia de la República para que frente a solicitud de la Sala
Penal del Tribunal Superior de Bogotá emitan concepto sucinto, concreto y
preciso sobre la participación en la estrategia de superación del BCI de la entidad
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denunciada como incumplida. E'l término para proferir el concepto respectivo
será de dos (2) días hábiles.

Quinto. INFORMAR a los jueces deprimera instancia que tramitaron cada uno
de los 18 expedientes acumulados en la sentencia, que en adelante la Sala Penal
del Tribunal Superior de Bogotá dispondrá de la facultad para conocer de los
incidentes de desacato que se promuevan para lograr el cumplimiento de las
órdenes generales emitidas en la Sentencia T-762 de 2015, por 10 que deben
remitir-a ella las denuncias sobre el incumplimiento de es~sórdenes. Aquellos
conservarán competencia en la materia para lograr el cumplimiento de las órdenes
particulares y las relativas a cadacasoconcreto.

En consecuenciaAVERTIR a la SalaPenal delTribunal Superior deBogotá que
cuando le sean remitidas solicitudes que versen sobre' órdenes particulares o
relativas a cada caso concreto, deberá remitirlas por comp~tencia al juez de
primera instancia que estéa cargo.

Sexto. FACULTAR a la Defensoría del Pueblo, a la Procuraduría General de la
Nación y a la Presidencia de la República para que promuevan en resguardo de
la estrategia de superación del ECI, ante Sala Penal del Tribunal Superior .de
Bogotá, incidente de desacatocontra las entidadesde las queperciban una actitud
negligente que obstaculice el logro de los objetivos estructurales condensadosen
la Sentencia T -762 de 2015.

Séptimo. REMITIR l,asolicitud de incidente de desacatoque formuló Orlando
J.Rodríguez P. y otros internos recluidos en la Cárcel Modeló de Bucaramanga
a la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá para que le imparta el trámite
correspondiente.

Octavo. RECHAZAR por improcedente la solicitud de emitIr órdenes
adicionales a los jueces de ejecución de penasy medidas de seguridad para que
adopten la interpretación que exhiben los solicitantes.

Noveno. NO ACCEDER a la soliéitud de adoptarmedidasprovisionales a favor
de Orlando J. Rodríguez P. y otros internos recluidos en la Cárcel Modelo de
Bucaramanga, por las razonesexpuestasen estadecisión.

Décimo. NO ACCEDER a la solicitud subsidiaria, de correr traslado del escrito
que presentan Orlando J. Rodríguezp. y otros internos recluidos en la Cárcel
Modelo de Bucaramanga, en calidad de denuncia, al Sistema Interamericano de
Derechos Humanos. .

Undécimo. INFORMAR a los peticionarios queparaque la solicitud de declarar
inconstitucional la Ley 1786 de 2016 sea resuelta por esta Corporación, deben
presentar una demanda de inconstitucionalidad en los términos señalados en el
artículo 241.4 de la Carta Política y con los requisitos previstos en el artículo 6
del Decreto 2067 de 1991.
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Duodécimo. REMITIR a la Defensoría del Pueblo una copia del escrito
radicado por Orlando J. Rodríguez P. y otros internos recluidos en la Cárcel
Modelo de Bucaramanga, para que en lo que atañea la creación de programas de
atención a los internos que cumplen una pena privativa de la libertad en su
domicilio, considere estamedida particular como una propuesta dentro del marco
de la estrategia de superación al ECI, y que Grupo Líder del Seguimiento a la
Sentencia T-762 de 2015, en su desarrollo, considere su viabilidad.

Decimotercero. COMUNICAR a través de. la Secretaría General de esta
Corporación la presente decisión a la Defensoría del Pueblo, a la Procuraduría
General de la Nación y a la Presidencia de la República, en calidad de líderes del
seguimiento a la Sentencia T-762 de 2015. Esta última, a través del Ministerio
del Interior, le dará difusión a esteauto mediante su publicación en la página web

www.politicacriminal.gov.co.

Comuníquese, notifiquese y cúmplase.

f~- /);1;;:- 10fV£J
G ~I~di~~LfADO

Magistrada

d<~,JtJ2ro,J
IVQ\N PALACIO PALACIO

Magistrado

oo~t. 2:. pAciC<J.,
JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB

Magistrado

MARTHA

http://www.politicacriminal.gov.co.
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